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PROYECTO DE DECLARACIÓN 

 

La Cámara de Diputados y Diputadas de la Provincia de Santa Fe declara su profunda 

preocupación y repudio a la decisión de la Justicia Federal de Rafaela que procesó a la 

empleada Norma Orellano el pasado 4 de octubre de 2022, atribuyéndole la responsabi-

lidad de la contaminación generada por la fábrica de baterías Nesaglo, de la localidad de 

Ceres, departamento San Cristóbal, durante cuarenta años. 

 

Este fallo, alejado de la realidad, no solamente es clasista si no que encubre las respon-

sabilidades de diferentes organismos provinciales y nacionales en las últimas décadas. 

 

Este cuerpo insta a revisar semejante castigo a la parte más débil de un entramado de 

relaciones económicas, políticas y judiciales que vuelve a marcar que ciertos sectores 

judiciales se mueven como redes de pescadores invertidas, por donde pasan de largo los 

peces grandes y quedan atrapados los peces chicos. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

        Carlos del Frade 

        Diputado Provincial. 
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FUNDAMENTOS 

 

Señor Presidente: 

 

El periodista David Narciso, a principios de la década del noventa, produjo y llevó ade-

lante un documental titulado “Tierra Dura”, donde mostraba la contaminación ambiental 

que se generaba en el norte de la provincia de Santa Fe. 

 

Tres décadas después, en una nota publicada en el sitio web “Aire de Santa Fe”, denun-

cia una aberración legal de la justicia federal de Rafaela, departamento Castellanos, so-

bre hechos verificados en Ceres, departamento San Cristóbal. 

 

Norma Orellano era empleada administrativa de la fábrica de baterías Nesaglo, de la 

ciudad de Ceres, durante veintiséis años. Fue despedida en enero de 2017 junto a otras 

42 personas. Todas estaban contaminadas con altos niveles de plomo en sangre. 

 

La Justicia Federal de Rafaela procesó a la señora Orellano el 4 de octubre pasado como 

responsable de las consecuencias que provoca el pasivo ambiental que dejó la fábrica de 

baterías Nesaglo SA. 

 

“Son daños gravísimos, como la muerte una bebé y la contaminación con plomo de una 

veintena de personas más que se asentaron a vivir en el edificio abandonado tras el cie-

rre de la fábrica. El detalle que no enfocó la Fiscalía Federal de Rafaela, a cargo de Jor-

ge Onel, y el juez federal de Rosario Marcelo Bailaque es que lejos de ser la “empresa-

ria responsable” de ese desastre, Norma es una de las tantas víctimas: en enero de 2017 

fue despedida como el resto de los 42 empleados, de los cuales el ciento por ciento fue 

contaminado con altos niveles de plomo en la sangre. De hecho Orellano y el resto son 

demandantes en la Justicia Laboral contra Nesaglo y la familia Sabena, los dueños 

reales, como sabe cualquier vecino de Ceres”, apunta la nota de David Narciso. 

  

El procesamiento un embargo por $10 millones y se la acusa de no haber cumplido con 

la ley nacional 24.051 de residuos peligrosos que manda a los responsables ejecutar un 

plan de cierre para “evitar y sanear la actividad contaminante”. 

 

En tanto la familia Sabena, responsable del pasivo ambiental acumulado a lo largo de 40 

años con consecuencias fatales, aparece libre y “hace su vida en Ceres por el momento 

sin mayor preocupación”. 

 

Desde enero de 2021, “la justicia convirtió la vida de Norma en un calvario. Al día si-

guiente de la muerte de la bebe Xiomara Crespín policías fueron a buscarla a su trabajo 

en el supermercado, a pesar de que en Ceres todos saben quién es ella y también cono-

cen dónde vive la familia propietaria y la historia de la fábrica: la fundaron Néstor Sa-

bena y su esposa Gloria Allemandi (ambos fallecidos), y luego sus hijos se hicieron 

cargo. Silvia y Gustavo (fallecidos) y Susana y Adriana, quienes la mandaron a la quie-

bra en 2017”.  
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Según dice el auto de procesamiento del juez federal rosarino Marcelo Bailaque el he-

cho de figurar en el cargo “revela con fundado criterio que tenía responsabilidad en la 

conducción y en la toma de decisiones de la empresa, y que conocía la actividad que se 

desarrollaba en el predio en cuestión… No podía desconocer la importancia del cuidado 

del ambiente, las técnicas para mitigar su impacto y las consecuencias que ello represen-

taba”.  

 

Y le reprocha a la actual empleada de comercio que “no implementó ninguna medida 

tendiente a invertir o intervenir el estado de la explotación bajo el dominio de su direc-

ción por el cargo que ostentaba, a fin de subsanar, sanear o morigerar la contaminación 

con plomo en el predio aludido”. 

  

El fiscal Onel recordó que también pidió el procesamiento de Mónica Ucero, directora 

general de Desarrollo Sustentable del Ministerio de Medio Ambiente y Cambio Climá-

tico de Santa Fe, a la que atribuyó inobservancia de los reglamentos u ordenanzas. Sin 

embargo, el juez Bailaque  le dictó falta de mérito, decisión que la fiscalía apeló ante la 

Cámara, del mismo modo que la defensa de Norma apeló el procesamiento. 

 

Este fallo, alejado de la realidad, no solamente es clasista si no que encubre las respon-

sabilidades de diferentes organismos provinciales y nacionales en las últimas décadas. 

 

Este cuerpo insta a revisar semejante castigo a la parte más débil de un entramado de 

relaciones económicas, políticas y judiciales que vuelve a marcar que ciertos sectores 

judiciales se mueven como redes de pescadores invertidas, por donde pasan de largo los 

peces grandes y quedan atrapados los peces chicos. 

 

Por tales razones les solicito a mis pares el acompañamiento al presente Proyecto de 

Declaración. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

        Carlos del Frade 

        Diputado Provincial. 

 

 


